Foro “Desmovilización de las AUC. Altas y bajas del proceso”

Convirtiéndose en un hecho sin precedentes dentro de los cuatro años del proceso de negociación con los paramilitares, un miembro de las autodefensas, Antonio López -desmovilizado del Bloque Cacique Nutibara - y el abogado de algunas víctimas de los crímenes cometidos por este grupo subversivo, Alirio Uribe,  se sentaron en la misma mesa para compartir percepciones frente al proceso de desmovilización de las AUC. 

Este escenario se presentó el pasado 2 de agosto en el foro   “Desmovilización de las AUC. Altas y bajas del proceso”, organizado por la Revista Semana, Indepaz y la Universidad Jorge Tadeo Lozano. Evento al que también asistieron el vicepresidente de la República, Francisco Santos; el jefe de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia de la OEA, Sergio Caramagna; la procuradora Preventiva en Derechos Humanos, Patricia Linares; la comisionada de la Comisión de Reparación, Ana Teresa Bernal; el director para la Oficina de Asuntos Humanitarios de Naciones Unidas, Raúl Rosende y los analistas políticos Gustavo Duncan y José Manuel Lasso.

La instalación del foro estuvo a cargo del vicepresidente Francisco Santos, quien responsabilizó en parte a los medios de comunicación del fracaso de los diálogos de paz con las Farc. También hizo un llamado de atención para que  el manejo de la información sobre el proceso de desmovilización se contextualice y se tengan en cuenta los antecedentes históricos. 

Para él, los medios  desempeñan un papel muy importante en la “climatización” del proceso de paz y por lo tanto no deben descalificar el proceso por hechos puntuales que ocurren en las regiones y que son propios del carácter sui generis que éste tiene, debido a su complejidad, ocasionada por la presencia al mismo tiempo de un conflicto y posconflicto, la influencia del narcotráfico y un proceso de desarme parcial.

Asimismo, habló del papel de la comunidad internacional.  Dijo que las exigencias de ésta cierran espacios de negociación ahora y en el futuro, la poca compañía a los procesos se suma al costo moral y económico de estos procesos.

En cuanto al tema de víctimas y victimarios, Santos cree que no podemos olvidar que muchos de los miembros de las AUC fueron víctimas, y es un ciclo que se retroalimenta. Por esto, hasta que no se dé este debate la paz integral no va a llegar. Frente al tema de la desmovilización, él considera que el índice de reincidencia en Colombia (2.2%) está muy por debajo del promedio mundial (entre 5% y 10%) y que por lo tanto esto demuestra que el proceso ha sido exitoso. 

Frente a los procesos de verificación, afirmó que estos empezarán a darse en instancias regionales, iniciando este mes en 12 municipios del Magdalena Medio con el fin de  hacer un seguimiento puntual.

Para Camilo González, presidente de Indepaz, el balance del proceso en general es positivo, su inestabilidad y críticas se explican en que es un proceso único a nivel mundial. Respecto al tema de los grupos criminales que han surgido después de la desmovilización de algunos de los bloques, cree que no se trata de un fenómeno natural de reincidencia de todos los procesos de este tipo que se dan en el mundo, sino que se trata de un fenómeno articulado a la protección de redes criminales. Para él, no incluir este tema y los interrogantes que existen alrededor de los mandos medios y el desconocimiento por parte de la opinión pública del inventario de las armas  y la relación arma / individuo podrían dar muchas sorpresas.

Expresó que en 2004 la relación arma / individuo fue de 0,8; en 2005  de 0,6 y en  2006 de 0,48, lo que puede significar que hubo más desmovilizados o que hay más reserva de armas, debido a que existe menos confianza en el proceso.

Los observadores indican que la reincidencia está vinculada con las deficiencias en las políticas de reincorporación y  Luis Carlos Restrepo lo nombra como “un monstruo de cuatro cabezas”. En cuanto a los empresarios, dijo que éstos no tienen confianza para vincular a los reinsertados a sus empresas. Además, los programas productivos no funcionan; menos del 10% de estas personas trabajan en estos proyectos, este porcentaje tan bajo “no es porque no quieran, si no porque no sirven”.

González explicó que la base de la “sanidad del proceso”, está en la reparación. En estudios económicos realizados, la reparación a las víctimas entre 1964 y 2004 tiene un costo de 55.433 millones de dólares. Esto significa un punto del presupuesto nacional, por lo tanto no tiene sustentación aquello de que el Estado se quiebra con un proceso de reparación.

Primer panel - ¿Cómo ven los veedores el proceso?

Patricia Linares - Procuradora Preventiva en Derechos Humanos. 

En este panel, la señora Linares afirmó que los programas de reinserción son admisibles dentro del Estado Social de Derecho, pero tienen limites y el Estado los debe respetar. 

Hace dos años la Procuraduría empezó un proyecto de verificación de las políticas de reinserción, con el apoyo de la comunidad internacional y de una manera autónoma e independiente.

En informe presentado por el Procurador General el 15 de junio de 2006, entre los principales resultados, se encuentra que existe un desbalance entre las víctimas y los victimarios. El derecho patrimonial de tierras es el tema más complejo y está alimentando el conflicto; las posibles soluciones residen en esfuerzos de carácter presupuestal y voluntad de la sociedad.

En el tema de los menores, mencionó que hay una diferencia entre el número que entra al conflicto y el número de los que están identificados, esto no sólo por debilidad institucional, sino también porque hay menores que no quieren ser reconocidos como tales. 

Finalizó su intervención diciendo que las conclusiones de la primera fase (se avanzará en una segunda fase) quieren contribuir a la consolidación del proceso y no obstaculizarlo; manteniendo los derechos fundamentales de todos los colombianos, pero especialmente de quienes han sido víctimas.

Sergio Caramagna - Jefe de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia de la OEA. 

Caramagna inició su discurso diciendo que este proceso es exitoso en la medida que una estructura armada se desarmó. No obstante hay un escenario complejo. Considera que cuando comenzó el proceso existían muchas dudas, pero estas han ido desapareciendo, además, aunque se ha dificultado el apoyo de la comunidad internacional, éste ha aumentado y esperan que siga aumentando.

Cree que aunque la desmovilización y el desarme han estado rodeados de escepticismo y poca credibilidad y hay un crecimiento exponencial de algunas estructuras, no se puede desconocer la desmovilización de más de 30.000 combatientes. La Misión permite dar cuenta de la veracidad del proceso. 

También afirmó que de las armas entregadas, la gran mayoría están en muy buen  estado y son más modernas que las entregadas en otras naciones. Sin embargo, a la Misión le preocupa las caletas de armas que se siguen encontrando después de las desmovilizaciones.

Caramagna considera que el impacto positivo de la desmovilización se ve reflejado en la seguridad humana, pues se ha presentado una reducción del 13% en los casos de homicidios.

Frente a la reinserción dice que no hay fórmulas únicas y que la etapa entre la entrega de armas y dos o tres años después es crítica, período en el que el Estado tiene tareas indelegables, como entrenamiento, capacitación y condiciones  iguales a las de cualquier joven que se presenta a la sociedad. Cree que estas tareas no han abarcado a un sector importante de los desmovilizados, por lo que el proceso corre peligro a mediano y largo plazo.

Comentó que Colombia es el único caso que no incluye a todos los grupos subversivos, sólo a uno y por lo tanto no pone punto final al conflicto.

Finalizó diciendo que se puede y se debe tener una actitud crítica frente al proceso y que aún siendo complejo, no se pueden desconocer los 30.000 desmovilizados. También dijo que se debe prestar atención a algunas regiones como Chocó, Meta y Vichada, donde sus habitantes no perciben que existe un proceso de paz. 

Luis Manuel Lasso – Analista Político de la Universidad Javeriana

Lasso se refirió a la sostenibilidad jurídica y política del proceso, diciendo que no hay fórmulas de justicia universal, sino que cada sociedad encuentra la formula correcta. 

También dijo que en el documento divulgado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos esta semana, el marco jurídico de justicia y reparación colombiano es aceptable. Para él este mensaje no puede ser soslayado, pues es positivo que se aprecie con buenos ojos.

Segundo panel – Balance y perspectivas de la desmovilización.

Gustavo Duncan – Analista Político de la Universidad de los Andes

Duncan habló de los grupos emergentes que han resultado después de la desmovilización. Él cree que se perdieron las estructuras armadas que eran capaces de dominar grandes territorios e hicieran las veces de Estado.  Complemento afirmando que estos grupos que han surgido obtienen financiación por la producción de coca y se giran transferencias a través de los votos, por lo tanto ya no van a depender del secuestro. 

Severo Antonio López -  Desmovilizado del Bloque Cacique Nutibara

Severo Antonio López, quien se presento como representante del Grupo de Desmovilizados de Villa Esperanza, comenzó su intervención diciendo que las percepciones que tienen los miembros de las autodefensas desmovilizadas no son las mismas del país.  Ellos afirmaron que este movimiento no es el fenómeno clásico del paramilitarismo. Frente a la desmovilización, comentó que se han desmovilizado 31.150 hombres, los cuales pertenecían a un ejército no vencido y que incluso pasaba por su mejor momento.

Afirmó que los paramilitares comparten la preocupación por los actores que están surgiendo en las zonas que eran ocupadas por ellos. Insistió en que no se puede enjuiciar el hecho de que aquellos espacios vacíos donde el Estado no ha llegado, sean ocupados por otro actor armado ilegal.

Respecto al marco jurídico de la Ley de Justicia y Paz, afirmó que éste tiene en crisis al proceso. Para él, el fallo de la Corte dejó desnudo el proceso y considera inconstitucional declarar contra sí mismo.

Alirio Uribe, representante del colectivo de abogados José Alvear Restrepo.

Uribe, quien representa a algunas víctimas de los crímenes cometidos por los paramilitares, señaló que el marco legal del proceso no es el adecuado.  Considera que no se pueden manejar crímenes de lesa humanidad  como si fueran crímenes callejeros, “la Ley de Justicia y Paz fue hecha para ocultar la verdad”. Cree que hay que esperar a ver si se va a decir la verdad y así darle seguridad legal al proceso. 

Concluyó diciendo que en la medida en que la comunidad internacional, las víctimas y la sociedad crean que los paras han desaparecido, no se llegará a ningún lado. También expresó que tolerarán ciertos niveles de impunidad, pero que las autodefensas deben decir la verdad.

Raúl Rosende, director de la Oficina de Coordinación para Derechos Humanos de Naciones Unidas.

Rosende señaló que a partir de las experiencias en otros países en el tema de procesos de reinserción, la enseñanza es que estos no sólo pueden ser la sumatoria de acciones, sino que hay que tener un plan a corto, mediano y largo plazo. En especial un fuerte trabajo de programación y planificación, y el hacer cada cosa en la fase más indicada.

María Teresa Bernal - Miembro de la Comisión de Reparación.

La señora Bernal afirmó que se considerarán víctimas para el caso de reparación a las personas que sufrieron daños por parte de la guerrilla, los paramilitares o el Estado a partir de 1964. Ella explicó que se escogió este año, porque fue el año de nacimiento de las Farc y de la primera ofensiva militar contra la guerrilla en Marquetalia, y por lo tanto lo consideran el inicio del conflicto interno, dejando claro que la escogencia de esta fecha no significa la atribución de culpa exclusivamente a este grupo.

Después de conocer la posición sobre el proceso de desmovilización y reinserción de las autodefensas desde diferentes instancias, queda claro que no sólo falta mucho camino por recorrer en el fin de alcanzar la reconciliación entre víctimas y victimarios, pues aún hay heridas abiertas, sino también que durante el proceso de reincorporación de los paramilitares a la vida civil han quedado vacíos que el gobierno debe ajustar pronto. 

La paz no se logra sólo con la dejación de armas. Desde este momento  empieza el reto de vincular a estas personas a la sociedad en condiciones adecuadas que les permita vivir dignamente y que no los lleve a tomar vías ilícitas. Esta situación resulta compleja si se tiene en cuenta la influencia que ejerce el narcotráfico dentro de estos grupos, que sumado a la falta de oportunidades de empleo y educación, provoca que los caminos de la legalidad no sean su opción de vida a seguir.

El Estado tiene, pues, el desafío de hacer presencia en aquellas zonas que las autodefensas ocuparon por mucho tiempo, y donde sus pobladores hoy más que nunca se sienten desprotegidos. 

Encontrar un común acuerdo respecto a la Ley de Justicia y Paz entre los familiares de las víctimas y los paramilitares es difícil, pues los primeros sienten que la impunidad reina en el proceso y los segundos no se muestran dispuestos a ceder en las ventajas legales que habían alcanzado hasta el momento. El marco legal con el que finalmente sean juzgados, será esencial para los procesos futuros que se realicen con las guerrillas, éste dará señales claves en cuanto a la ruta que puedan tomar los eventuales procesos de paz con estos grupos y así llegar al final del conflicto interno actual.  

